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el capítulo II están tratadas ambas cuestiones.
-

rá aquí el análisis particular referido a las características de la es-
cucha, los asuntos que involucra la misma, la evaluación previa, el 
desarrollo de la audiencia, y lo que pasa después; es decir, todo lo 
relacionado con el marco teórico que implica el tema tanto desde el 
punto de vista jurídico como psicológico. Esto será de otro trabajo.

-
-

lo (III), luego de la exposición sucinta de las conclusiones, el mismo 

I.1- INTERNACIONAL Y CONSTITUCIONAL

artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada 
en 1989 por la Asamblea General de las Naciones Unidas; y en la Ob-
servación General Nº12 del Comité de los Derechos del Niño de la 
ONU -órgano de seguimiento e interpretación de la referida Conven-
ción-, se explicitan alcances de dicho artículo 12, el que establece:
“1.Los Estados partes garantizarán al niño que esté en condiciones 
de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libre-
mente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debida-
mente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y ma-

de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo 
que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un represen-
tante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de 

sistema internacional como el regional de protección de derechos 
humanos, y en tal sentido, seguidamente se consignan en forma cro-
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INTRODUCCIÓN

-
nido el derecho del niño a ser oído, tanto en el marco legislativo 
como jurisprudencial, y a nivel internacional, nacional y local de la 
Provincia del Chaco

-

orden nacional, haciendo referencia especialmente al nuevo Código 

que lo recepta expresamente.

los fallos de la Corte Interamericana de Derechos, a través de los 
casos Fornerón, Atala y Furlán; además del tratamiento de la cues-
tión por parte de nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
para terminar con el comentario de un reciente pronunciamiento del 
Superior Tribunal de la Provincia del Chaco.

abarca tanto la Escucha del Niño (o defensa material) como la Asis-
tencia del Niño (o defensa técnica); pero que este trabajo aborda 
sólo el primero de dichos aspectos, dejando para otra oportunidad
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acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de 
-

-
quier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, 
que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aún 
cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejer-

Y en el art. 19:
derecho a las medidas de protección que su condición de menor re-

-
mas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de 

-
ción del niño del siguiente modo: “En toda las etapas del proceso se 
respetarán garantías procesales básicas tales como la presunción 

-
recho a no responder, el derecho al asesoramiento, el derecho a la 
presencia de padres o tutores, el derecho a la confrontación con los 
testigos y a interrogar a éstos y el derecho de apelación ante una 

los Derechos del Niño, que además del artículo 12, transcripto al 
principio de este capítulo, trata también el derecho a ser oído, en los 
artículos 5 y 18.

 “Los Estados Partes respetarán las responsabili-
dades, los derechos y los deberes de los padres, o, en su caso, de los 
familiares o de la comunidad, según establezca la costumbre local, 
de los tutores u otras personas encargadas legalmente del niño de 
impartirle, en consonancia con la evolución de sus facultades, direc-
ción y orientación apropiadas para que el niño ejerza los derechos 

“1-Incumbirá a los padres o, en su caso, a los tutores 
la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su 

año 1948, compuesta de siete principios fundamentales, no trata el 
derecho a ser oído.

Hombre, aprobada por la Conferencia Internacional Americana, en 
Bogotá, Colombia, en el año 1948 (Artículo XVIII),  junto con la De-
claración Universal de Derechos Humanos -aprobada por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas, en Paris, también en el año 
1948- el primer documento internacional que prescribe el derecho 
de toda persona a la justicia.

-
nos, en el artículo 10 establece:
condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia 
por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de 
sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusa-

no trató el tema.

-
tículo 14 dispone: 

-
mente y con las debidas garantías por un tribunal competente, inde-
pendiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de 
cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para 

-
nos, suscripta en la ciudad de San José, Costa Rica, en el año 1969, 
establece en el art. 8: -
recho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razona-
ble, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, es-
tablecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier
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judicial pueden ser menoscabados o restringidos. Por ende también 
otros derechos reconocidos cuya vigencia depende de la efectivi-
dad de las garantías judiciales como los derechos a la integridad, 
personal, a la libertad personal, a la protección de la honra y la dig-
nidad, y a la protección de la familia.

-
pecto de cinco prácticas, siendo una de ellas: “la determinación en 
procedimientos administrativos o judiciales de derechos y liberta-
des sin la garantía al derecho de ser oído personalmente y la no 
consideración de la opinión y preferencias del menor en esa deter-
minación”

en los artículos 8 y 25 de la Convención se reconocen a todas las 
personas por igual, y deben correlacionarse con los derechos espe-

en cualesquiera procesos  administrativos o judiciales en los que se 

-
ticipa un niño en un proceso no son las mismas en que lo hace un 
adulto”.

-
chos procesales y sus correlativas garantías son aplicables a todas 
las personas, en el caso de los niños el ejercicio de aquéllos supone, 
por las condiciones especiales en las que se encuentran los meno-

que gocen efectivamente de dichos derechos y garantías”.

precisiones con respecto a esta cuestión. Como anteriormente se 
-

sonas menores de 18 años. Evidentemente, hay gran variedad en 
el grado de desarrollo físico e intelectual, en la experiencia y en la 
información que poseen quienes se hallan comprendidos en aquel 
concepto. La capacidad de decisión de un niño de 3 años no es igual 

-
vención, tuvo su origen en el proyecto de la delegación de Polonia, el 
cual enumeraba los distintos supuestos en que debía ser escucha-
da la opinión del menor, señalándose entre ellos la opinión de meno-
res, la elección de empleo, los tratamientos médicos, la educación 
y la recreación.

-
cho a asuntos relacionados con la religión, las convicciones políticas 
y sociales, las cuestiones de conciencia y las culturales y artísticas. 
En el desarrollo de los debates quedó precisado que no resultaba 
conveniente enumerar los distintos supuestos en que debía expre-
sar el menor su opinión, bastando con que se realice libremente y 
conforme a su edad y madurez.

Mendoza en el año 1998, como informe de la Comisión Nº2 sobre 
“El niño como sujeto de derecho. El interés superior del niño en las 
distintas instituciones jurídicas” sentó que “Sin perjuicio del carác-
ter operativo del artículo 12 de la Convención de los Derechos del 
Niño, se considera dictar normas procesales adecuadas para una 
mejor aplicación”.

-
nos, en razón de lo que dispone el art.64.1 del Pacto de San José de 
Costa Rica, somete ante la Corte Interamericana de Derechos Hu-

-
te si los deberes y garantías reconocidos en los artículos 8 y 25 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (ut supra trans-
criptos) presentan límites al arbitrio o a la discreción de los Estados 
para dictar medidas especiales de protección en relación a niños 
de acuerdo al artículo 19 de la misma”. Esta consulta tiene como 
antecedente que, en distintas legislaciones y prácticas de países 
americanos, la vigencia de tales derechos y garantías no es plena 
respecto a los niños como sujetos y actores en jurisdicción penal, 
civil y administrativa, por asumirse que la obligación de protección
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y testigos de delitos puedan expresar sus opiniones y preocupacio-
nes en cuanto a su participación en el proceso de justicia, en particu-

los testigos de delitos acerca de los asuntos enumerados en el párra-

y testigos de delitos puedan expresar libremente, y a su manera sus 
opiniones y preocupaciones en cuanto a su participación en el pro-
ceso de justicia, sus preocupaciones acerca de su seguridad en rela-

-
tando la debida consideración a las opiniones y preocupaciones del 

proceso de justicia. Párrafo 29 d) “Utilizar  procedimientos idóneos 
para los niños, incluidas salas de entrevistas concebidas para ellos, 
servicios interdisciplinarios para niños víctimas de delitos integra-

cuenta a los niños testigos, recesos durante el testimonio de un niño, 
audiencias programadas a horas apropiadas para la edad y madurez 

comparezca al tribunal cuando sea necesario, y otras medidas que 
 Párrafo 31 c) “Asegurar que los ni-

  “Se deberá impartir a los profesionales 
que trabajen con niños víctimas y testigos de delitos capacitación, 

-
todos, actitudes y enfoques especializados con objeto de proteger a 
los niños víctimas y testigos de delitos y de tratarlos con efectividad 

-
zar la comprensión de los contenidos y las implicaciones de la Con-
vención sobre los Derechos del Niño, en sus días de Debate General 
correspondientes al período 11 al 19 de septiembre de 2006 se de-
dicó al tema “Hablar, Participar y Decidir- El Derecho del Niño a Ser  

a la de un adolescente de 16 años. Por ello debe matizarse razona-
blemente el alcance de la participación del niño en los procedimien-

-
rechos Humanos en este dominio.

ámbito administrativo, sea en el judicial, deberá tomar en conside-

-
terminación de sus derechos. En esta ponderación se procurará el 
mayor acceso del menor, en la medida de lo posible, al examen de 
su propio caso.”

-
mientos judiciales o administrativos en que se resuelven derechos 
de los niños se deben observar los principios y las normas del de-
bido proceso legal. Esto abarca las reglas correspondientes al juez 
natural –competente, independiente e imparcial-, doble instancia, 
presunción de inocencia, contradicción y audiencia y defensa, aten-

en que se encuentran los niños y que se proyectan razonablemen-
te, entre otras materias, sobre la intervención personal de dichos 
procedimientos y las medidas de protección que sea indispensable 
adoptar en el desarrollo de éstos.”

Unidas se establecen las Directrices sobre la Justicia en asuntos con-
cernientes a los niños víctimas y testigos de delitos, las que conforme 
su texto (I.6) podrían aplicarse también a procesos extrajudiciales y 
consuetudinarios, como la justicia restaurativa, y en las ramas no 
penales del derecho, incluidas, aunque sin limitarse a ellas, las leyes 
relativas a la custodia, el divorcio, la adopción, la protección de los 
niños, la salud mental, la ciudadanía, la inmigración y los refugiados.

-
nes y preocupaciones, y en tal sentido el párrafo 21 detalla: “Los pro-
fesionales deberán hacer todo lo posible para que los niños víctimas
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silia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vul-
nerabilidad”, las que fueron aprobadas en la Asamblea Plenaria de la 
XIV edición de la Cumbre Iberoamericana, los días 4, 5 y 6 de marzo 
de 2008, puesto que las mismas establecen en la Sección Segunda  

objeto de una especial tutela por parte de los órganos del sistema 
de justicia en consideración a su desarrollo evolutivo.

niños, niñas y adolescentes en actos judiciales y establece que se 
debe tener en cuenta su edad y desarrollo integral, y en todo caso: 
dichos actos judiciales se deberán celebrar en una sala adecuada, 
se deberá facilitar la comprensión utilizando un lenguaje sencillo y 
se deberán evitar todos los formalismos innecesarios, tales como la 
toga, la distancia física con el tribunal y otros similares.

que el derecho del niño a ser oído ha sido debidamente recepta-
do en el ámbito internacional del derecho, siendo su máximo ins-
trumento la Convención sobre los Derechos del Niño, a través del 
art.12; como así también la Observación General Nº12 del Comité 
de los Derechos del Niño de la ONU, que en su carácter de órgano 
de seguridad e interpretación de la referida Convención, explicitó 
sus criterios sobre los alcances de dicho artículo 12. 

I.2- NACIONAL

 En este orden de cosas, 

como uno de los cuatro principios generales de la Convención, lo 

la implementación de los otros artículos de la Convención y un de-
recho infantil en sí mismo

uno referido a la niñez como participante activa de la sociedad (en 
todos los niveles: hogar, escuela, comunidad) y otro relacionado 
con el derecho de la niñez a ser escuchado en procesos judiciales 

que tiene todo niño/a involucrado, como así también la obligatoria 
capacitación en las implicaciones del art. 12 de la Convención a to-
das las categorías de profesionales intervinientes en dichos proce-
dimientos judiciales y administrativos.

Comité se desarrolla la Observación General Nº12, aprobada el 20 
de julio del año 2009, en la que se explicita acabadamente el alcan-
ce del derecho del niño a ser escuchado, destacando que el mismo 
es uno de los cuatro principios generales de la Convención de los 
Derechos del Niño, junto con el derecho a la no discriminación, el 
derecho a la vida y el desarrollo y la consideración primordial del 
interés superior del niño. Esta circunstancia pone de relieve que el 
artículo 12 no sólo establece un derecho en sí mismo, sino que tam-
bién debe tenerse en cuenta para interpretar y hacer respetar todos 
los demás derechos.

que deben cumplir los métodos adoptados para que se tengan debi-
damente en cuenta las opiniones de los niños en todos los asuntos 

párrafos del art. 12 de la CDN, luego desarrolla las medidas para 
garantizar la observancia del aludido derecho a ser escuchado, y 
prescribe las obligaciones de los Estados Partes en tal sentido.

indianos y patrios, un “órgano apropiado de representación”, distinto
y equidistante de padre y madre, encargado además de controlar la
tutela y la guarda, con fuertes facultades de intervención y oposición
a designaciones y de requerir remociones.
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-
vención sobre los Derechos del Niño, en cuanto a que para algu-
nos autores, esta normativa dejaba abierta la posibilidad de que la 
voz de los niños y adolescentes sea escuchada a través de sus re-
presentantes y no de manera directa. En efecto, la mencionada ley 

niños o adolescentes tienen derecho a ser oídos y atendidos cual-

Lo que debe ser respetado y tenida en cuenta su opinión.

derecho a ser oído en consideración a la madurez y el desarrollo del 
niño, y que comprenden: 1)el deber insoslayable del juez de escuchar 
personalmente al niño, cualquiera sea su edad; 2)deber de tomar en 
cuenta sus opiniones y deseos; y 3)derecho a ser parte en función 
de su desarrollo, y en tal carácter gozar de legitimación activa en los 
procesos, ofrecer pruebas, recurrir y contar con asistencia letrada.  
 

las personas menores de edad a ser oídas.

principio general (art.595) el derecho del niño, niña o adolescente 

y grado de madurez, siendo obligatorio requerir su consentimiento 

de obrar de las personas menores de edad en los procesos civi-
les es suplida con la intervención necesaria, como parte legal no 
dependiente de designación judicial sino con legitimación propia y 

-
presentantes necesarios, sin ellos o contra ellos.

inmadurez del niño y el pleno carácter de sujeto de derecho ha sido 
encarada por el Derecho Civil argentino en dos planos: el sustancial 
y el procesal. En el primero, nunca se negó al niño la capacidad jurí-
dica de fondo, y por ende la titularidad de derechos subjetivos y de 
acciones (por eso se admitieron acciones de daños y perjuicios en 
favor de huérfanos, o se dictaron declaratorias de herederos, etc., 
inconcebibles si no fueran “sujetos de derechos”). 

representación, ya sea por los padres o tutores, ya, a modo promis-

-
gundo del Código de fondo, desde antaño el Derecho Civil argentino 
reconocía e imponía la intervención procesal de los niños y adoles-
centes por medio de representantes. 

-
cesal de los menores adultos, a partir de los catorce años, tanto con 
legitimación activa para entablar acciones como con intervención 
y participación propia en procesos ya iniciados. Esta participación 
personal de los niños es uno de los cambios más notables que se ha 

en sentido contrario a criterios que eran comunes con anterioridad.
-

tados con jerarquía constitucional: la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre, la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos, la Convención Americana de Derechos Humanos, 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención 
sobre los Derechos del Niño.

 
del año 2015, a la vez que suprime el binomio capacidad/incapa-
cidad en relación a la menor edad de las personas y consagra el 
principio de la capacidad progresiva, establece expresamente el de-
recho del menor de edad a ser oído en todo proceso judicial (art.26), 
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expresamente establece: “…El menor será oído conforme las opor-
tunidades y guardando las garantías que el Código Procesal Penal 
establece para el imputado”.

-
sorías de Menores de Edad, prescribe que dichas Asesorías (art. 105 
inc. d) deberán. …”Escuchar al menor de edad en audiencias, recibir 
sus reclamos y atender sus intereses, sosteniendo el punto de vista 
que le fuere manifestado….”.

-
miento establecido por el Código Procesal Penal chaqueño, el que 
establece en el art. 225 bis las formas y condiciones especiales de 
los interrogatorios a personas menores de edad víctimas y testigos 
de delitos contra la vida y contra la integridad sexual. En estos ca-
sos los interrogatorios serán realizados por un psicólogo del poder 
judicial, en un gabinete acondicionado con los implementos ade-
cuados a la edad y etapa evolutiva del menor de edad. Las alterna-
tivas de este acto podrán ser seguidas desde el exterior del recinto, 
a través de vidrio espejado, micrófono, equipo de video u otro. Del 
acto se dejará constancia en soporte audiovisual al que tendrán ac-
ceso exclusivo las partes y podrá ser exhibido como prueba, siem-
pre protegiendo el interés superior del menor. También podrá asistir 
al interrogatorio el terapeuta del menor, si así lo solicitare o a pedido 
de los padres del mismo.  El art. 94 inc. 6 del código procesal penal 
prescribe que sin perjuicio de lo regulado por el art. 225 bis, recién 
comentado, cuando la víctima fuere menor de edad, tendrá derecho 

procesales en los que debe participar.

de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, que dispone que 
el órgano encargado del sistema de protección de derechos de las 
personas menores de edad es la Subsecretaría de Niñez, Adoles-
cencia y Familia, perteneciente al Ministerio de Desarrollo Social, 
dependiente a su vez del Poder Ejecutivo de la Provincia.

destaca la importancia de la autonomía progresiva y el derecho a 
ser oído de los niños, niñas y adolescentes, colocándolos como 

regular la delegación del ejercicio de la guarda (art.643) establece 
como deber del juez: “oír necesariamente al hijo”; y enumera en el 
art. 646, entre los deberes de los progenitores: “respetar el derecho 
del niño y del adolescente a ser oído…”. También prevé la partici-
pación del hijo en el plan de parentalidad que deben presentar los 
padres (art.655) relativo al cuidado del hijo.

-
nas menores de edad se encuentra expresamente receptado.

I.3- PROVINCIAL

-
cias con el mismo en cinco oportunidades:

-
rantizará el derecho de todo menor de edad a una administración de 
justicia especializada y normas procesales especiales. Las garan-
tías comprenden: …inc. g) …El derecho a ser escuchado idóneamen-
te sin restricciones y de apelar las decisiones que lo involucren”.

-
tro del proceso penal, de la medida de internación de las personas 
menores de edad (medida cuestionada en su constitucionalidad), 

el menor de edad tiene derecho a comunicarse en forma reservada 
con su abogado y entrevistarse con el Asesor de Menores de Edad 
y el Juez… sin perjuicio de los demás derechos…”

-
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de una medida de protección de derechos. Y para el caso de que 
ésta sea de carácter excepcional, es decir, que implique la separa-
ción del niño de su familia en virtud de que el interés superior del 
mismo así lo exija, por existir circunstancias graves, fracaso de las 
medidas ordinarias, o fuere víctima de abuso o maltrato por parte 
de sus padres o convivientes no resultando posible la exclusión del 
hogar de estas personas; esta medida quedará sujeta al control de 
legalidad por el Juez de Menores de Edad y la Familia.

prevé en forma expresa la escucha de la persona menor de edad in-

de legalidad por el Juez de Menores de Edad y la Familia en turno, 
se formará expediente judicial que pasará a despacho para proveer. 
El primer proveído deberá dictarse dentro de las veinticuatro (24) 
horas siguientes al ingreso de la solicitud. En ese acto el juez debe-
rá: …c) Fijar una audiencia que deberá realizarse dentro del plazo de 
cuarenta y ocho (48) horas de dictado el primer proveído. Serán ci-
tados a comparecer la niña, niño o adolescente; sus representantes 
legales, el asesor de menores y el abogado si lo hubiera designado y 

técnica de los intereses individuales de la niña, niño o adolescente…” 
Y seguidamente el Artículo 48 prescribe: “La audiencia de control de 

-
curran, dejando constancia en acta de todo lo actuado. Seguidamen-
te, el Juez de Menores de Edad y Familia deberá tomar contacto con 
la niña, niño o adolescente en audiencia personal en que se asegu-
rará su debido derecho a ser oído y su opinión será tenida en cuenta 
en forma prioritaria. Finalizada la audiencia, el juez interviniente de-
berá resolver sobre el control de legalidad de la medida adoptada”.

-

del niño conforme a derecho.

esfera de la administración ante el conocimiento de la existencia de 
una amenaza o violación a los derechos de una niña, niño o adoles-
cente, o cuando el mismo sea víctima de una falta, contravención o 
infracción a las normas penales. Todas estas situaciones pueden 
ser denunciadas en forma directa por la persona menor de edad.

-
cencia y Familia forma un expediente administrativo en el que parti-
cipan el niño, niña o adolescente y sus padres, tutores, guardadores 
o quienes lo tengan bajo su cuidado. Asimismo interviene un Equipo 
Interdisciplinario, que es el encargado de tomar contacto directo y 
personal con la persona menor de edad.

equipo interdisciplinario convocará a la niña, niño o adolescente, sus 
familiares y, en su caso allegados, a una audiencia en la cual serán 
informados de la denuncia efectuada, la forma de funcionamiento 
del Sistema de Protección de Derechos, los programas existentes, 
sus mecanismos de ejecución, los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes y la necesidad de colaboración primaria del grupo fa-
miliar, salvo que por aplicación de la ley nacional 26485 –de Protec-
ción Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
las Mujeres- y de la ley provincial 6689 –de Protección Integral de 
Violencia contra las Mujeres- se encuentren prohibidas, o bien por la 
existencia de circunstancias del caso se considere inconveniente su 
realización conjunta. En todos los casos la niña, niño o adolescente 
será escuchado en forma privada y en un ámbito adecuado, res-
petando los derechos y garantías previstos, los cuales deberán ser 
informados fehacientemente a los asistentes a la audiencia, en es-
pecial el derecho a contar con una defensa técnica especializada”.
Claramente prevé la normativa en cuestión la audiencia con el niño 

adecuado. Además prescribe la defensa técnica especializada.

que debe cumplir el órgano administrativo hasta la toma de decisión
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La CIDH ha abordado recientemente el derecho del niño a ser oído 
en los siguientes casos:

en la vida privada de la Señora Atala, ocurridas en el contexto de un 
proceso judicial sobre la custodia y cuidado de sus tres hijas (de 12, 

-
nes fueron favorables a la madre, mientras que la Corte de Chile falló 
a favor del padre. Sin embargo se resalta en el mismo el análisis que 
hace la Corte respecto de la participación de las niñas en el proceso. 

Corte señaló que en ninguna parte del expediente había una mani-
festación precisa por parte de las niñas M., V. y R. respecto a si esta-
ban de acuerdo con la representación que ejercía cualquiera de sus 
padres y de si deseaban ser consideradas como presuntas víctimas 
en el presente caso. La Corte indicó que, si bien existían dos escri-
tos mediante los cuales tanto el padre como la madre manifestaban 
que actuaban en representación de las tres niñas ante el Tribunal, la 
posición de la madre y el padre no necesariamente representaban 
los intereses de las niñas.

el alcance del derecho de las niñas a participar y ser oídas, la Corte 
-

ba para mejor resolver, que las niñas M., V. y R. sean informadas 
sobre su derecho a ser oídas ante la Corte y las consecuencias que 
el ejercicio de dicho derecho implica, con el objetivo de que las tres 

lleva a cabo la diligencia en la que dos de las niñas manifestaron 
diversas observaciones en relación al caso (las cuales poseen ca-
rácter reservado).

ción provincial en esta materia, se destaca la reciente sanción de la 

y en tal sentido de preceptuar el trámite a seguir una vez vencido 
-

claración de adoptabilidad del niño. Este procedimiento además de 
caracterizarse por sistematizar la debida participación de los proge-
nitores y de la familia ampliada del menor de edad, establece expre-
samente en cada uno de los supuestos que legisla el derecho del 
niño a ser oído (art.2 inc.e), 11 inc.c, 9, 12, 14 inc.c) y e), 21, 23, 28, 29).

adhesión a la ley 26485, además de la Ley de Protección Integral de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

-
ciar directamente ante Juez competente o ponerlo en conocimien-
to del Ministerio Pupilar. Con esta denuncia se pone en marcha el 
proceso tendiente a materializarse todo lo expuesto anteriormente, 
dentro del cual interviene también un Asesor de Menores de Edad.

que: 1)Los niños sean informados debidamente y con prontitud; 2)
que sean tratados con tacto y sensibilidad  durante el mismo, te-
niendo en cuenta su situación personal, sus necesidades, su edad…; 
3)que sean escuchados; 4)que haya celeridad; 5)que la intervención 
judicial sea en la medida de los posible, de carácter preventivo; 6)

Chaco consagra, en su normativa local, de modo expreso el derecho 
del niño a ser oído.

CAPITULO II: MARCO JURISPRUDENCIAL
II.1-CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS.
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circunstancias particulares de cada caso concreto. En el presente 
caso, el Tribunal observa que el art. 8.1 de la Convención Americana 
consagra el derecho a ser oído que ostentan todas las personas, in-
cluidos los niños y niñas, en los procesos en que se determinen sus 
derechos. Dicho derecho debe ser interpretado a la luz del art. 12 
de la Convención sobre los Derechos del Niño, el cual contiene ade-
cuadas previsiones sobre el derecho a ser escuchado de las niñas 
y niños, con el objeto de que la intervención del niño se ajuste a las 
condiciones de éste y no redunde en perjuicio de su interés genui-

Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas resaltó la rela-
ción entre el “interés superior del niño” y el derecho a ser escucha-

3 si no se respetan los componentes del art.12. Del mismo modo, el 
artículo 3 refuerza la funcionalidad del artículo 12 al facilitar el papel 
esencial de los niños en todas las decisiones que afecten su vida.

explicó en su Sentencia cómo evaluó o tomó en cuenta las decla-
raciones y preferencias hechas por las menores de edad que cons-
taban en el expediente. En efecto, el Tribunal observa que la Corte 
Suprema no adopto una decisión e la que se razonara sobre la re-
levancia atribuida por dicha Corte a las preferencias de convivencia 
expresadas por las menores de edad y las razones por las cuales se 
apartaba de la voluntad de las tres niñas. Por el contrario, la Corte 
Suprema se limitó a fundamentar su decisión en el supuesto interés 
superior de las tres menores de edad pero sin motivar o fundamen-
tar la razón por la que se consideraba legítimo contradecir la volun-

si se tiene en cuenta la interrelación entre el derecho a participar de 
los niños y niñas y el objetivo de cumplir con el principio del interés 
superior del niño. Por lo antes indicado, la Corte concluye que la 
referida decisión de la Corte Suprema de Justicia violó el derecho a 
ser oídas de las niñas y ser debidamente tomadas en cuenta consa-
grado en el art. 8.1, en relación con los arts.19 y 1.1 de la Convención

de intercambiar ideas para garantizar que la información brindada 
fuera accesible y apropiada a las niñas.

-
cho de las niñas y los niños a ser oídos, las niñas M. y R. fueron, en 
primer lugar, informadas de manera conjunta por el personal de la 
Secretaría sobre su derecho a ser oídas, los efectos o consecuen-
cias que podían producir sus opiniones dentro del proceso conten-
cioso en el presente caso, y se les consultó si querían continuar par-
ticipando en la diligencia. Posteriormente, en lugar de desarrollar 
un examen unilateral, se sostuvo una conversación con cada una 
por separado, con el objetivo de brindar un ambiente propicio y de 

ninguno de los padres y ninguna de las partes. Además, la diligencia 

de la identidad de las niñas realizado tanto por la Comisión como 
los representantes, como por la necesidad de proteger el interés 
superior de las niñas y su derecho a la intimidad. Además, las niñas 
solicitaron expresamente se mantuviera absoluta reserva de todo lo 
que manifestaran en la reunión.

-
cían y entendían los temas relacionados con las alegadas violacio-
nes (discriminación a la madre, injerencias arbitrarias a la familia) 
por las cuales fueron presentadas como presuntas víctimas en el 
caso. De las manifestaciones rendidas por las dos niñas  y teniendo 
en cuenta el desarrollo progresivo de los derechos de las niñas y los 
niños, la Corte observa que las dos niñas expresaron de manera li-
bre e independiente sus propias opiniones y juicios formados sobre 
los hechos del caso que atañen a ellas, así como algunas de sus 
expectativas e intereses en la resolución del caso. Por lo tanto, la 
Corte las considera víctimas en el presente caso.

-
chos establecidos en la Convención Americana, además de contar 
con las medidas especiales de protección contempladas en el artí-
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de  bonos de consolidación emitidos a 16 años de plazo, los cuales 
fueron vendidos apenas fueron entregados. Esto implicó que Furlán 

que había sido otorgada.

abordar la discapacidad. Además, estableció que las autoridades 
judiciales a cargo del proceso civil por daños y perjuicios y del cobro 
de la indemnización excedieron el plazo razonable, toda vez que no 
actuaron con la debida diligencia y el deber de celeridad que exigía 
la situación de vulnerabilidad en la que se encontraba Furlán. Asi-
mismo, no se respetó el derecho de Sebastián Furlán a ser oído y 
tampoco intervino el Asesor de Menores e Incapaces. Todo lo que 
implicó la vulneración del derecho a las garantías judiciales.

los niños con discapacidad sean escuchados en todos los procedi-
mientos que los afecten y sus opiniones se respeten de acuerdo con 
su capacidad y evolución.

-
ceso, lo que impidió conocer sus opiniones así como constatar su 

derecho a ser oído consagrado en el art. 8.1, en relación con los artícu-
los 19y 1.1 de la Convención Americana de los Derechos del Hombre.

II.2- CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN:

EN LA CAUSA P. DE LA S., L. DEL C. C/ P., G.E. S/ DIVORCIO Y TE-
NENCIA- 10/08/10.

Sr. G.E.P., y éste reconvino por las causales de adulterio, abandono e 
injurias graves. El sostuvo que no obstante haber reconocido volun-
tariamente como hija a A.M., nacida en 1995, la niña no habría sido 

Americana en perjuicio de las niñas M., V. y R.

del Señor Fornerón  y de su hija a ser oídos en un plazo razonable, 
reconocido en el artículo 8.1 de la Convención Americana de los 
Derechos del Hombre.

ordenó, entre otras cosas, que el Estado establezca de manera in-
mediata un procedimiento orientado a la efectiva vinculación entre 
el Sr. Fornerón y su hija M., siendo una de las condiciones la con-
sideración de la voluntad y opinión de la niña. El párrafo 165 de la 
sentencia dice: “en consideración del papel esencial de los niños 
en todas las decisiones que afectan su vida, los expertos a cargo 
del proceso de vinculación deberán asegurar que M tenga conoci-
miento de sus derechos y tendrán en cuenta la voluntad y opinión 
de la niña, en consideración de su grado de desarrollo y del nivel de 
autonomía personal en cada momento, al margen de los intereses o 
interferencias de terceros”.

-31/08/12

sufrió un accidente al ingresar a un predio cercano a su domicilio, 
propiedad del Ejército Argentino. Dicha circunstancia ocasionó una 
serie de consecuencias físicas y mentales para el mismo. Su padre 
interpuso una demanda en el año 1990 en el fuero civil contra el Es-

-
cios derivados de la incapacidad resultante del accidente de su hijo.

ocasionado a Sebastián Furlán fue consecuencia de la negligencia 
por parte del Estado, como titular y responsable del predio. El pago 
de la indemnización quedó comprendido dentro de la Ley 23982 de 
1991, por lo que dicha indemnización fue pagada a Furlán por medio
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las que debían sustentar la decisión de llevar a cabo la prueba, sino 
la demostración de que concretamente para M., ello redundaría en 

por la Cámara ha tomado una decisión sin atender a las pautas que 
la misma Corte ha determinado al interpretar el art. 3.1 y 21, párra-
fo introductorio de la Convención de los Derechos del Niño.

26/10/10.

-
telar solicitada por la actora por la que la juez de grado –haciendo 
lugar al pedido- suspendió el régimen de comunicación de un padre 

años). Las niñas eran presuntas víctimas de abuso sexual perpe-

fílmica de una sesión en Cámara Gesell e informes profesionales 
sobre el hecho denunciado. Dicha suspensión ordenada fue prime-
ramente revocada por la Cámara quien dispuso “un amplio régimen 
de visitas” a favor del demandado. Fundó lo resuelto precisamente 
en la orfandad probatoria imperante, fruto de la nulidad declarada en 
primera instancia de la prueba acompañada. Se consideró en dicha 
oportunidad que “había irregularidades en el proceso de adquisión”. 

STJ de Santiago del Estero: ordenó la reanudación del contacto del 
demandado con sus hijas bajo supervisión o sea lo que se denomi-
na usualmente como un “régimen asistido”. Se alzó la actora y le 
concedió el Máximo Tribunal provincial el recurso extraordinario. A 
su vez rechazó la casación presentada en pos de revertir la nulidad 
de las evaluaciones psicológicas acompañadas con la demanda y la

ofreció la realización de la prueba de ADN, la que fue declarada pro-
cedente en primera instancia.

-
ma, la actora interpuso recurso extraordinario, y habiendo sido de-
negado éste, interpuso la correspondiente queja, con fundamento 
en que si el demandado hubiera querido desconocer la paternidad, 

-
so extraordinario y revocó la sentencia apelada con los siguientes 
fundamentos:

-
llan ligados con la persona del niño, es la obligación del tribunal dar 
una solución que permita satisfacer las necesidades del menor del 
mejor modo posible para la formación de su personalidad… (art. 3.1 
de la CDN). Ello así, pues si bien es cierto que el resultado del ADN 
ninguna incidencia tendría en el emplazamiento actual del estado 

identidad personal de ella y por lo tanto, con aptitud para provocar 
consecuencias psicofísicas sobre su persona, que pueden ser tan-
to positivas como negativas. Sin embargo, la alzada no efectuó el 
examen que la hermenéutica constitucional exigía en punto a los 

-

causa, nunca se requirió la opinión de la niña que cuenta con 14 

26061, garantizan el derecho de los menores a ser oídos.
-

ma genérica el principio de amplitud probatoria que rige la materia y el 
derecho personalísimo de la menor a conocer su origen. En realidad, 

-

razones generales vinculadas al derecho a conocer el dato biológico 
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-

-
nida como parte por derecho propio, en el juicio de tenencia que sus 
progenitores habían iniciado y en el cual ella había elegido a una abo-

10 años. Tanto el Juzgado de Primera Instancia como la Cámara Na-
cional de Apelaciones, a su turno también, rechazaron su solicitud. 

del Recurso Extraordinario Federal, que fue formalmente admitido.
-

te causa en modo alguno se opone a lo resuelto precedentemente 
-

volucradas las que se presentaron con letrado patrocinante elegido 
por ellas sino que fue el Tribunal quien, al hacer lugar a una medida 

que procediese a designarles un abogado especializado en la mate-
ria para que las patrocine.

Convención sobre los Derechos del Niño ha reconocido que el niño 
es sujeto de derecho pleno, sin dejar de advertir que es un ser que 
transita un todavía inacabado proceso natural de constitución de su 
aparato psíquico y de incorporación y arraigo de los valores, princi-

democrática. Sobre esa base, la ley 26061, que establece un siste-
ma de protección integral de las niñas, niños y adolescentes, debe 
ser interpretada no de manera aislada sino en conjunto con el resto 
del plexo normativo aplicable, como parte de una estructura siste-
mática, y en forma progresiva, de modo que mejor concilie con la 
Constitución nacional y con los tratados internacionales que rigen 
la materia, allí previstos.

-

adultos, no han sido derogadas por la ley 26061 y no conculcan los 

actora también dedujo recurso extraordinario contra dicho deciso-
rio. Su rechazo dio lugar a la queja, admitida por la Corte. Finalmen-
te y en tren de resolver en el anotado se adoptó idéntico tempera-
mento al de primera instancia: suspendió los contactos, revocando 
la declaración de nulidad de la prueba.

quienes como sujetos de derecho tienen derecho a opinar y a ser 
-

plativa de los intereses que se deben proteger, los magistrados de 
las instancias anteriores tendrían que haber adoptado diversas me-
didas, a saber: 1) oír a las menores, que son las primeras interesa-
das en la cuestión; 2)conocer cuáles son sus necesidades; 3)dispo-
ner un período de revinculación…; 4)descartar la eventual presencia 
de un síndrome de alienación parental. Insta a la Corte, en su rol de 

y principios invocados… le conceda a las niñas el grado de exigibili-
dad que establece el art. 29 de la Ley 26061, a los efectos de hacer 
operativo y efectivo su interés superior… se haga lugar al recurso… 
se mande dictar nuevo pronunciamiento… estimando prudente se 
haga saber al magistrado de grado que deberá proceder a desig-
narle a L. y a R. un letrado especializado en la materia para que las 

derecho constitucional a defenderse y a probar…
-

sibles los recursos extraordinarios… revoca el pronunciamiento en 
cuestión y hace saber al juez de la causa que deberá designar le-

menores en el proceso.

del niño y con el objeto de que las menores implicadas en la causa 

efectivos sus derechos.
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de 2011 se encontraban en el hogar “Pronats Buenos Aires”.
-

por la Cámara. Luego los niños interpusieron recurso extraordinario.

a conocimiento de la Corte Suprema, expresaron su deseo de volver 
a vivir con su madre, motivo por el cual requirieron la implementa-
ción de las medidas necesarias para fortalecer el vínculo materno 

-
rresponda para que se tramite la inclusión del grupo familiar en un 
subsidio habitacional.

la designación de una dirección letrada por parte de los menores 

Código Civil).
-

bre los Derechos del Niño en su art. 12 le reconoce el derecho a 
expresar su opinión y a ser escuchado, ya sea directamente por me-
dio de un representante o de un órgano apropiado, en consonan-

constancias de la causa ni surge que los niños –que se encuentran 
institucionalizados desde muy pequeños en diferentes hogares- hu-
biesen podido hacer efectivo el ejercicio de tal derecho. Ello es así 
porque al margen de la presentación que dio origen a la cuestión en 
examen, en el expediente sólo consta el llamado a una audiencia a 
la que debían concurrir los niños, que no pudo realizarse, y un nuevo 

de Cámara que no fue considerado.
-

chos del Niño, la que insta que se introduzcan mecanismos para ga-
rantizar que los niños que se encuentren en todas las modalidades 
alternativas de acogimiento, en particular en instituciones, puedan

los estándares internacionales en la materia.
-

pio un abogado, con el derecho de estar asistido con una adecuada 
defensa técnica, como garantía mínima. 

-
guridad jurídica: deja al discrecional criterio judicial la conveniencia 
o inconveniencia de designar abogado al niño en un caso determi-

-

solamente algunos, dependiendo de la mayor o menor complejidad 
del asunto a la luz de los ojos del juez o sea de su voluntarismo.

-
viembre de 2012.

madre de los niños G.M.P. y C.L.P. (nacidos en el 200 y 2002 respec-
-

ción de desamparo en que se encontraba junto a sus hijos. En el año 
2005, los niños ingresaron al hogar “Adand”. La madre mantuvo co-
municación telefónica con ellos, sin poder visitarlos porque estaba 
con trabajo de parto,; una vez producido el nacimiento de su tercer 
hijo, L.AT. se alojó en forma transitoria con su pareja en un hotel. En 
junio de 2006, la magistrada interviniente resolvió decretar el egre-
so de los menores del hogar Adand su reintegro al hogar familiar 
por haber mejorado las condiciones habitacionales y vinculares. En 

Garcia” donde la madre los visitaba casi todos los días. En diciem-
bre de 2009 la jueza ordenó la prórroga de la medida excepcional 
disponiendo su alojamiento en el Hogar Convivencial “María Virgen 
Madre”, donde la progenitora los visitó en algunas oportunidades, 

agosto de 2010 ingresaron al “Hogar Buenos Aires Chiquititos”, junio 
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las autoridades competentes la situación de las niñas/os y/o ado-

resguardo de sus derechos de rango constitucional.
-

te Suprema, quien ha señalado que el caso se ha venido privando a 
los menores involucrados del efectivo ejercicio de su derecho de de-
fensa, de ser oídos y de participar activamente en todo asunto que 
los afecta e involucra, con relación a un derecho fundamental como 
lo es el derecho a la vivienda digna. Se ha vulnerado su derecho a 
participar de un proceso justo, de gozar de un recurso judicial efec-
tivo sin discriminación por su condición de ser menor de edad y de 
obtener una tutela efectiva; pues como sujetos de derechos están 
amparados por la garantía del debido proceso legal consagrado en 
el art. 18 de la C.N.

II.3- SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL CHACO

CASO ORTIZ MARCOS S/ PROTECCION INTEGRAL
-

dido por parte del hospital local de autorización judicial para trata-
mientos médicos en razón de que el niño Marcos E. Ortiz, de 9 años 
de edad, había sufrido un accidente ferroviario, carecía de padres 
y otros familiares. En dicha intervención le fue amputada la pierna 
derecha y parte del pie izquierdo. Una vez dado de alta del hospital, 
sin una pierna, fue alojado en el Pequeño Hogar Nº1.

-
pendiente del Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia, no tra-
bajó seriamente el caso, no le garantizó al niño la satisfacción de los 
derechos económicos, sociales y culturales, puesto que Marcos no 
posee vivienda, no tiene familia, no fue reinsertado al sistema edu-
cativo (fue hasta segundo grado y abandonó la escuela al fallecer 
su madre), no recibe controles de salud, ni tampoco alimentos por 
parte del Estado. Ello, no obstante haber estado alojado en nume-

expresar sus opiniones, que éstas se tengan debidamente en cuenta 
en los asuntos relativos a su acogimiento las normas relativas al cui-

proceso en el que debe atenderse primordialmente el interés supe-
rior de los mismos, en virtud delo cual decide hacer saber al juez de 
la causa que deberá designar un letrado especializado en la materia 

sus derechos.

GENERAL TUTELAR DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AI-
RES EN LA CAUSA ESCOBAR, SILVINA Y OTROS S/INF. ART.181, 

Fiscal de la Ciudad de Buenos Aires dio inicio al proceso de restitu-
ción de un inmueble con fundamento en que se encontraba debi-
damente acreditada la existencia del delito de usurpación previsto 
por el art. 181 del C.P.. Al haber tomado conocimiento de que en 
el inmueble en cuestión habitaban personas menores de edad, se 
presentó espontáneamente la Señora Asesora General Tutelar y so-
licitó que previo a adoptar cualquier decisión que pudiera afectar 
los derechos de dichos niños, se le corra vista de las actuaciones. 
El magistrado de grado rechazó las peticiones de la misma por en-
tender que carecía de legitimación para intervenir en el caso. Esta 

en lo Penal, Contravencional y de Faltas por entender que carece 
de legitimación la Asesoría en tanto su intervención sólo procede 
cuando el menor es víctima, testigo o imputado de un delito. El re-
curso de inconstitucionalidad planteado fue declarado inadmisible 
y la Asesoría General Tutelar interpuso recurso de queja.

-
ces de la causa a los que les corresponde poner en conocimiento de
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dictada por la Cámara, disponiendo que la misma dicte nuevo pro-
nunciamiento.

-

actuaciones proteccionales referidas al adolescente M.O. omitiendo 
-

recho a ser oído y sin arbitrar las diligencias necesarias para tomar 
razón del cumplimiento concreto y actual por parte del organismo 
administrativo de protección de derechos de las responsabilidades 

-
tancias de la causa que dan cuenta de la situación de vulnerabilidad 
de derechos del adolescente, así como de las normas conducentes 
para su debida solución, todo lo cual redunda en evidente menosca-
bo de la garantía de la defensa en juicio y de la correcta fundamen-
tación exigible a los fallos judiciales”

resolución, lo hizo en fecha 06/10/2014, revocando el proveído que 
dispuso el archivo de la causa en todas sus partes, ordenando que 

Sra. Juez de la instancia inferior que como paso previo a cualquier 
decisión que pudiere afectar al adolescente, deberá tomar razón de 
las medidas de protección integral que hubiere puesto en práctica a 
la fecha la Subsecretaría de Niñez, Adolescencia y Familia, y dar par-
ticipación activa y directa en el proceso a Marcos Ortiz escuchando 
su opinión personal sobre el asunto. Todo ello con la diligencia y 
celeridad que las razones de urgencia y gravedad reclaman.

labor de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, y del Superior Tribunal de la Pro-
vincia del Chaco, en la elaboración de pronunciamientos que efec-
tivizan la garantía judicial, constitucional y legalmente consagrada, 
de que goza cada niño, niña y adolescente de ser oído y de que su 
opinión sea tenida en cuenta en el resultado de los procesos que los 
involucran.

rosas oportunidades en distintas instituciones estatales.

brindar protección integral que permita restaurar los derechos vul-
nerados durante la corta vida de Marcos.

de marcha para su pierna derecha, la obtención de muletas, y una 
pensión por discapacidad. Cuestiones todas que debió hacer el Po-
der Ejecutivo y no el Ministerio Pupilar.

jurisprudencia, inició los procesos de impugnación de paternidad 
(puesto que había sido reconocido por un señor que no era su padre 

-
ciente, por cuanto el ahora adolescente Marcos Ortiz (16 años) conti-

para que la Dirección de Niñez le brinde la asistencia correspondien-
te, su situación de vulnerabilidad de derechos persiste en el tiempo.

interviniente que se intime a la Subsecretaría de Niñez, Adolescen-

resulta de su competencia. Efectuado este pedido, el Juzgado re-
solvió que, daba por concluidas su actuación atento a que ya se en-
contraba en conocimiento del caso el órgano técnico administrativo 

cabeza del Poder Ejecutivo el sistema de protección integral de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes.

la Sala Segunda de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial.
-

tucionalidad por arbitrariedad.

hizo lugar al recurso y en su mérito declaró la nulidad de la sentencia
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mente en el ámbito judicial. 
-

radores tanto administrativos como jurídicos, y fundamentalmente 
los jueces, de escucharlos, es decir de efectivizar dicha garantía.

-
cente, podrán adoptarse decisiones que en mayor medida garan-
ticen sus derechos. Ello, en virtud de que no resulta posible deter-
minar el interés superior del niño sin oírlo previamente. El derecho 
constitucional del niño a ser oído y la valoración de su interés supe-
rior van de la mano.
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III. CONCLUSIONES

recepta el derecho del niño a ser oído.

que establece el deber estatal de garantizar al niño que esté en condi-
ciones de formarse un juicio propio, el derecho de expresar su opinión 
libremente en todos los asuntos que lo afecten, y que sus opiniones 
sean debidamente tenidas en cuenta en función de la edad y madu-
rez del niño. Asimismo, la Observación General Nº12 del Comité de 
los Derechos del Niño, que explicita los alcances de dicho artículo.

los ámbitos. Lo que debe ser respetado y tenida en cuenta su opinión.
-

recho del menor de edad a ser oído en todo proceso judicial (art.26), 

-
nor de Edad y la Familia); y lo refuerza con el dictado de las leyes 

-
-

categórico, en el primer caso, dentro del procedimiento administra-
tivo de protección de derechos de la infancia, y en el segundo caso, 
en el proceso judicial de adopción.

CSJN como del STJ de la provincia del Chaco, avanza con el dictado de 
fallos, en los que se enfatiza el deber que tienen los jueces de oír a las 
personas menores de edad en todo asunto o proceso que los afecte.

ser oído y su operatividad resulta imprescindible por parte de los di-
versos operadores en materia de Niñez y Adolescencia, y particular- 
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